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ADVERTENCIA OFICIAL 

Luego que los Sres. Alcaldes y Secretarios reci­
ban los números del BOLETÍN que correspondan al 

.distrito, dispondrán que se fije un ejemplar ón el si­
tio de costumbre donoo permanecerá hasta el recibo 
dei número siguiente. 
. Los Secretarios cuidarán de conservar los BOLE­

TINES coleccionados ordenadamente para su encua­
demación que deberá veriílcarse cada año. 

PUTO DE SÜSCRICION. 

En la Imprenta de la DIPUTACIÓN PROVINCIAL, á 30 reales el tri­
mestre y 50 al semestre, pagados al solicitar la suscricion. 

Números sueltos B» real. 

ADVERTENCIA EDITORIAL 

Las disposiciones de las Autoridades, cscepto las 
que sean á instancia de parte no pobre, se inserta­
rán oficialmente; asimismo cualquier anuncio con­
cerniente al servicio nacional, que dimane de las 
mismas; lo de interés particular prévio el pago de 
«» real, por cada línea de inserción. 

(Gaceta del dia 13 de Muyo) 

MINISTERIO DE GRACIA Y JUSTICIA. 

DELA 
CmilSlON G E N E R A L B E C O D I E I C J C I O S . . 

(Coiitimacimtl 

No puede estar mis claro que lo 
que se hizo por aquel Keal decreto 
fué conceder la rebaja ó abono de 
condona á los sentenciados á penas 
correccionales en quienes concur­
rieran las circunstancias quo ex­
presaba, basta tanto que por la pro­
mulgación de un Código de proce­
dimiento criminal desapareciera el 
grave mal que se trató de remediar 
por medio de esa concesión gene­
ral. Nadie puso en duda entonces la 
legalidad do aquella medida, que 
fué sin contradicción aplicada has­
ta la promulgación de la ley do En­
juiciamiento criminal. Desdo entón­
eos lia surgido la duda acerca do si 
por ella babia quedado sin. efecto 
aquel Real decreto. 

El Código penal do 1870 declara 
en el art. 25 quo no so reputarán 
ponas la detención y la prisión pre­
ventiva de los procesados, sobre lo 
cual ya habia dicho el Código de 
1850 en su art. 22, como lo habia 
hecho el do 1848 en el mismo ar­
tículo, quo no so reputan penas la 
restricción de la libertad de los pro­
cesados, y hasta el mismo decreto 
en su preámbulo reconocía que la 
prisión preventiva no lo es; cabal­
mente por eso la mitad del tiempo 
de prisión se otprgába como Real 
gracia do rebaja en la condena, abo­
nándole para el tiempo de cumpli­
miento de ella. . •• 

La ley do Enjuiciamiento crimi­

nal habia servido de sólido funda­
mento para que pudiera considerar­
se que habia llegado el término do 
duración de la gracia por que fué 
concedida, según queda indicado, 
hasta que un Código do procedi­
miento criminal hiciera desaparecer 
los males quo ocasionaba el sistema 
do procedimiento seguido entonces 
en el Enjuiciamiento criminal si so 
hubiese observado con el juicio oral 
y público en única instancia ante 
los Tribunales de derecho, porque el 
juicio anto los Tribunales do partido 
llamados á conocer de los delitos do 
pena correccional habría tenido una 
breve terminación, dosaparociendo 
los términos probatorios del plcnario 
y la segunda instancia en las Au­
diencias. 

La ley do Enjuiciamiento cr i ­
minal revela en sus disposiciones 
que aspiraba á que la instrucción 
del sumario confiado al Juez ins­
tructor habia de quedar terminada 
durante un mes, y para cuando 
trascurriera ese tiempo sin haberlo 
terminado adoptó las medidas que 
contienen los artículos 235 y 236 do 
la misma ley. Pero tan plausible 
propósito quedó defraudado, porque 
el mismo Real decreto á cuya con­
tinuación se publicó esa ley, con­
tieno una regla 3." que dispono que 
las causas por delitos cuyo cono­
cimiento haya de corresponder á los 
Tribunales de partido, continuarán 
sustanciándose hasta que estos se 
establezcan con arreglo al proce­
dimiento actualmente vigente. 

A posar de la publicación de la 
ley, el procedimiento continuó sien­
do el mismo, los Jueces de primera 
instancia conocen de la causa du­
rante toda ella, así del sumario co­
mo del plenarío, con una segunda 

instancia do quo conocen las Au­
diencias. 

Las reglas do la lógica son infle­
xibles: el Real decreto de 9 do Oc­
tubre de 1853 concedió la Real gra­
cia de abono de la mitad del tiempo 
de prisión para el cumplimiento do 
su condena ó los que fuesen sen­
tenciados á penas correccionales, 
teniendo para ello en consideración 
el grave mal que ocasionaba con 
sus dilaciones ol sistema do proco-
dimionto criminal, mientras por 
una nueva ley no so les hiciera 
desaparecer. Es así que aquel pro­
cedimiento criminal continúa, quo 
la nueva ley de Enjuiciamiento cr i ­
minal no lo ha hecho desaparecer, 
porque al publicarla se ha mandado 
quo continúe en observancia aquel 
procedimiento; luego como conse­
cuencia precisa so deduce quo no 
puede considerarse derogada una 
disposición que tiene por objeto 
remediar el mal producido por eso 
mismo procedimiento, que está hoy 
en observancia, como lo estaba 
cuando el Real decreto fué dictado, 
y por eso la Comisión no considera 
quo esté derogada por ley alguna 
una disposición quo no os ni do 
carácter penal ni de carácter pro­
cesal, sino una Real gracia conce­
dida por el Rey cuando podia ha­
cerlo, mientras esté vigente el sis­
tema do procedimientos que entón-
ces so observaba y que ahora con­
tinúa todavía observándose. 

Art. 856. En el art. 856, donde 
dice 853 dirá 852, por estar equi­
vocada la referencia. 

Art. 860. El art. 860 disponeque 
«procederá el recurso de casación 
por infracción do ley ó por que­
brantamiento de forma en todos 
los juicios criminales.» Esto artícu­

lo está tomado del 706 do la ley do 
Enjuiciamiento criminal; poro so 
han suprimido en él las palabras si­
guientes: «ménós en las de que co­
nociere ol Tribunal Supremo ó su 
Sala segunda». La Comisión desco­
noce por qué so ha hecho esta su­
presión, quo haco desaparecer una 
excepción quo no puede dejar do 
existir respecto do esos juicios, su­
puesto que contra las sentencias 
del Tribunal Supremo no se da re­
curso alguno. 

Hay, por lo tanto, quo conservar 
esa parto suprimida y añadir al ar­
ticulo, si bien con una enmienda, 
que en vez do decir ó su Sala segnu-
(H so diga lorcmi, porque si bion 
cuando so publicó la ley do Enjui­
ciamiento criminal conocía la Sala 
segunda de causas criminales, aho­
ra sólo conoco do recursos do casa­
ción; siendo la Sala tercera la quo 
conoco on única instancia do las 
causas que designa el art. 17, re­
dactado con arreglo al decreto del 
Ministerio Regencia de 27 de Ene­
ro de 1875. 

Art. 861. El párrafo primero del 
art. 861 dice: «Procederá el recurso 
de casación por infracción de ley 
cuando esta se hubiere infringido 
en las resoluciones siguientes do 
los Tribunales»; y el art. 797 de la 
ley do Enjuiciamiento criminal, do 
donde procede el artículo, decía 
Tritunales de derecho. 

Esos Tribunales eran, con res­
pecto á la ley orgánica, las Salas do 
lo criminal do las Audiencias y los 
Tribunales de partido, quo hoy no 
existen; pero en cambio, los Jueces 
de primera instancia conocen en se-
'gunda do los juicios sobro faltas, 
y contra la sentencia que en ella 
dictan no há lugar á mas recurso 
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que el de casación por infracción de 
ley con arreglo al art. 1.018 de la 
Compilación y i lo que dispone el 
954 de la do Enjuiciamiento crimi­
nal. Debe, pues, redactarse el pár­
rafo con que empieza el art. 861 en 
estos términos: «Habrá lugar al re­
curso de casación por infracción de 
ley cuando esta se hubiere infringi­
do en las resoluciones siguientes de 
las Salas do lo criminal de las Au­
diencias y en las de los Jueces de 
primera instancia en los juicios so-
toe faltas.» 

Art. 863. Como consecuencia 
de la anterior redacción dada al ar­
ticulo 861, hay que poner en armo­
nía con ella la del articulo 863, que 
dice así: «Se entenderá para el mis­
mo efecto infringida la ley en el 
caso del núm. 2.° del art. 861 cuan­
do dada la calificación do los he­
chos que apareciesen en la senten­
cia el 2'rilnmal httíiese incurrido en 
error legal al resolver sobre su com­
petencia:» y debe decir U Sala de lo 
criminal de la Audiencia ó el Jv.cz de 
primera inslaiicia. hubiese. 

Art. 867. Debe suprimirse el ar­
ticulo 867, que carece por completo 
de aplicación. 

Dice así: «El recurso de casa­
ción podrá interponerse por que-
brant'u.niento de forma contraías 
resoluciones expresamente designadas 
en la ley.it 

El art. 803 do la ley do Enjuicia­
miento criminal, de donde está to­
mado, en lugar de las palabras reso-
Inciones cxpresamcnle designadas en 
la ley, decía nsolncioncs á ¡ m se 
refieren los arliculos 571, 579, 625 
y 632. 

La disposición así redactada se 
contraía ¡i casos determinados, 
miéntras que redactada como está 
en la Compilación carece do esa 
forma concreta, que no permito co­
nocer su referencia. Bien es verdad 
que no la tiene, en razón á que en 
la Compilación no figuran aquellos 
cuatro artículos, porque no es posi­
ble darles cabida on olla. 

Esos artículos establecían que 
podia interponerse el recurso de 
casación por quebrantamiento do 
forma contra la parto del auto en 
que so rechazara ó denegara la 
práctica de las diligencias de prue­
ba que se hubiese pedido so prac­
ticasen desde luego por temor do 
que no so pudiera practicar en el 
juicio oral (art. 571) contra la falta 
de citación de los procesados para 
el juicio oral, si la parte no citada 
no compareciera (art. 579), y con­
tra la resolución del Presidente del 
Tribunal que en el juicio oral no 
permitiera que el testigo contestase 
á repreguntas capciosas, sugestivas 
ó impertinentes (art. 625). Después 

el art. 632 designaba la manera de 
preparar el recurso. 

Estas disposiciones no son estric­
tamente aplicables á nuestro actual 
Enjuiciamiento criminal, poro lo 
son por analogía, como que la tie­
nen perfectamente conocida, com­
parándolas con algunas de las de­
signadas en el art. 5.° de la ley 
provisional sobre el establecimiento 
del recurso de casación on los j u i ­
cios criminales de 18 de Junio de 
1870, que era la que regía cuando 
la de Enjuiciamiento criminal fué 
publicada. 

Establecía el art. 5.° que se en­
tenderían quebrantadas las formas 
esenciales del procedimiento para 
los efectos de la casación: «Cuando 
el que interpusiera el recurso haya 
dejado de ser citado y emplazado 
en cualquiera de las instancias de­
biendo haberlo sido. Cuando las 
partes no hayan sido citadas para 
alguna diligencia de prueba. Cuan­
do no se haya recibido la causa ú 
prueba para la ratificación de los 
testigos del sumario sin haber re­
nunciado á ello los interosados.» 

La autorización concedida al Mi­
nistro de Gracia y Justicia por la 
ley do 30 de Diciembre de 1878 
para publicar esta Compilación per­
mite hacer la refundición que dá 
por resultado que las infracciones 
que lo sean de formas esenciales 
del juicio oral ante los Tribunales 
do derecho lo sean también como 
lo eran ántes del Enjuiciamiento 
criminal vigente. 

Fundada en estas consideracio­
nes, la Comisión entiende quo el 
art. 867 debo redactarse on la forma 
siguiente: 

«El recurso de casación podrá 
interponerse por quebrantamiento 
de forma, cuando el que intorpusie-
re el recurso haya dejado de ser 
citado y emplazado en cualquiera 
de las instancias debiendo haberlo 
sido. Cuando las partes no hayan 
sido citadas para alguna diligencia 
de prueba. Cuando no se haya re­
cibido la causa á prueba para la 
ratificación de los testigos de su­
mario sin haber renunciado á olla 
los interesados.» 

Art. 868. En el núm. S." del 
art. 868 hay que suprimir Jite¿ ó, 
pues dispone dicho artículo que 
«podrá también interponerse el re­
curso por la misma causa (5.°) cuan­
do hubiere concurrido á dictar sen­
tencia algún Juez ó Magistrado cuya 
recusación intentada en tiempo y 
forma y fundada en causa legal se 
hubiese desestimado.» Los indivi­
duos de los Tribunales de partido 
teniau la denominación do Jueces 
según el art. 36 de la ley orgánica, 
y á ellos se referia la de Enjuicia­
miento criminal al hablar de Jueces, 
como se referia en el mismo número 
4." del art. 804, do donde ha sido 
tomado el 868 de la Compilación, 

al decir: «Cuando la sentencia hu­
biese sido dictada por menor nii^.í 
mero de Jueces 6 Magistrados qúer^<^¡eínpilacion. 
el señalado por la ley;» pues en la p^ ' -fo artícul 
Compilación se ha suprimido en el 
núm. 4.° la palabra Jueces, y sin 
duda se ha conservado por una 
inadvertencia la de Juez ó en el 
núm. 5.° 

Art. 873. Sin duda por una omi­
sión, pues la Comisión no lo lia 
acordado, ha suprimido en el ar­
tículo 873 una parte importantísi­
ma. Dice asi el artículo: 

«El que se proponga interponer 
el recurso de casación por infrac­
ción de ley, pedirá ante el Juez ó 
Tribunal que haya dictado la reso­
lución judicial definitiva un testi­
monio de la misma; pero se ha de­
jado de añadir y lamikn de la prime­
ra instancia si on aquellas so hubie­
sen aceptado y no reproducido los 
resultandos y considerandos de la 
primera instancia.» Así lo dispone 
el art. 812 con relación á las senten­
cias do los juicios de faltas en que 
habia dos instancias, porque es sa­
bido que no podria referirse á las 
sentencias de los Tribunales res­
pecto do los cuales, habiendo so­
lamente una sentencia, no era po­
sible disponer que en el testimonio 
se insertaran los resultandos y con­
siderandos aceptados y no reprodu­
cidos en la segunda sentencia. 

Debo, pues, conservarse la últi­
ma parte del art. 412 do la ley de 
Enjuiciamiento criminal, si bien re­
dactada on la forma quo la Comisión 
deja propuesta, y no propone varia­
ción alguna on la palabra testimonio, 
aunque con relación á las senten­
cias do la Sala de lo criminal de las 
Audiencias fuera más técnico hacer 
uso de la palabra cerlijicacion, por­
que aquella es la que emplea la ley, 
de donde la Compilación toma el 
articulo. 

Y no es que so reconozca que sea 
impropia la palabra testimonio, usa­
da tambieu por laloy de casación 
civil de 18 do Junio de 1870 (ar­
tículo 17), y por la de casación cri­
minal de la misma fecha (art. 8.°), 
porque con propiedad hablando, no 
sólo puede denominarse testimonio 
al instrumento legalizado de Escri­
bano on quo da fé de algún bocho, 
sino que también puedo darse esa 
denominación al documento que 
comprueba la corteza ó verdad de 
alguna cosa. 

Art. 876. También debe dejar 
consignado aquí la Comisión que 
en los artículos 875, 876 y 878 hace 
uso de la denominación de providen­
cia en los dos primeros y do auto en 
el último, porque las encuentra em­
pleadas en los artículos'814, 815 y 
878, de dondo están tomados fiel­
mente aquellos artículos. 

Pero se hace una observación á 
propósito del final del párrafo últi­
mo del art. 876, que trascribe aquí i 
la Comisión para que pueda apre- | 

¿Ciáree lo.;;infundado de lo quo so 
sostiene por los que impugnan la 

'lacion. 
artículo dice asi: «Contra la 

providencia denegatoria del testi­
monio podrá el interesado recurrir 
en quoja á la Sala segunda del Tr i ­
bunal Supremo dentro de los quin­
ce días siguientes al en que se le 
hubiere entregado la copia expresa­
da, si la causa se hubiese seguido 
en las islas Baleares, y de treinta si 
se hubiere sentenciado en Canarias. 
Dicha Sala, con vista de la referida 
copia y oyendo al Fiscal, revocará 
la providencia denegatoria, man­
dando al Tribunal que expida el tes­
timonio de la. resolución judicitl 
cuando se hubiera pedido dentro 
del término expresado en el articu­
lo 331, ó declare en el caso contra­
rio improcedente el recurso, conde­
nando en costas al que lo haya de­
ducido. 

Pasados los términos quo en este 
artículo se señalan, se considerará 
consentida la providencia denega­
toria, y se rechazará de plano la 
queja. La interposición de este re­
curso suspenderá el cumplimiento 
de la resolución judicial hasta que 
se decida ó quede desierto. 

Pretenden que deben suprimirse 
las palabras 7iasta pie se decida ó que­
de desierto, y para ello alegan como 
único fundamento que ¿1 recurso 
de queja no puedo quedar desierto, 
pues según es de ver on el párrafo 
segundo del mismo artículo, una 
voz interpuesto ante la Sala segun­
da del Tribunal Supremo, se sus­
tancia y resuelve forzosamente, re­
vocando la providencia denegato­
ria, ó declarando en caso contrario 
improcedente el recurso. El artícu­
lo está literalmente tomado, según 
queda dicho, del art. 815 de la ley 
do Enjuiciamiento criminal, y al 
defender su redacción no defiendo 
la Comisión un trabajo propio, sino 
la obra ajena, la obra do los autores 
de aquella ley. 

El pensamiento que encierran las 
palabras ó quede desierto se percibe 
con perfecta claridad sin más que 
observar que denegado el testimo­
nio para interponer el recurso de 
casación por infracción de ley, so 
da copia certificada de la providen­
cia denegatoria al que lo lia pedido 
(art. 814.) 

Desdo el dia siguiente al do la en­
trega do esa copia empiezan á cor­
rer los quince dias que la ley con­
cede para recurrir en queja á la Sa­
la segunda del Tribunal Supremo, 
y si en efecto recurre oyendo la Sa­
la al Fiscal, resuelve sobre la con­
firmación ó no confirmación do la 
providencia denegatoria, y para es­
te caso dispone el artículo quo la 
interposición del recurso suspendo 
el cumplimiento de la resolución 
hasta que se decida. 

Pero es el caso que entregada la 
copia certificada no se hace uso do 
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ella, dejando trascurrir el término 
de los quince (lias que la ¡oy conce­
de sin recurrir en queja al Tribunal 
Supremo. ¿Hasta cuándo estará en­
tonces en suspenso la resolución 
judicial? Si la ley dijera solamente 
que hasta que se decida el recurso, 
dojaria un vacío en su disposición, 
y ose vacío es el que conocidamente 
se ha propuesto llenar al fijar como 
término de duración á aquella sus­
pensión hasta pie quede desierto el 
recurso, con lo cual entiende la Co­
misión que la ley ha querido refe­
rirse al abandono del derecho do re­
currir en queja al Tribunal Supre­
mo dentro de los quince días si­
guientes al de la entrega de la co­
pia certificada, y que en ese párra­
fo final se ha propuesto .establecer 
que trascurridos los quince dias sin 
recurrir al Tribunal Supremo, que­
da alzada la suspensión del cumpli­
miento de la resolución judicial. Y 
no puedo dejar de entenderse así, 
por la sencilla razón de que si esta 
no se considerase en suspenso hasta 
que se recurriera al Tribunal, ha­
bría que proceder á cumplirla mien­
tras eso no constare, pudíendo su­
ceder que estuviere ya cumplida 
cuando se recurriera en queja den­
tro del término. 

Lo que en la práctica se observa 
confirma la exactitud de esta indi­
cación, pues cuando por denegar el 

• testimonio para la interposición del 
recurso de casación so entrega la 
copia certificada para poder recur­
rir en queja, no so dá cumplimiento 
á la resolución hasta que trascur­
ran los quince dias sin hacer cons­
tar haber presentado la queja, y só­
lo cuando eso término lia pasado so 
procede á cumplirla. La Comisión 
no está distante de opinar que el 
párrafo final del art. 815 de la ley 
do Enjuiciamiento criminal pudiera 
estar redactado con mayor claridad, 
pero no se ha creído autorizada para 
introducir en él variación alguna, 
ni aun para la suspensión que se su­
pone ha debido hacer, y que no está 
reclamado por dudas ni dificultades 
á que su interpretación haya dado 
lugar en la práctica. 

Art. 892. Aunque no aparezca 
hecha adición alguna en las fórmu­
las del fallo la sobre cuestión do ad­
misión del recurso, no puedo dejar 
do hacerse una en la segunda, y 
además una supresión en otro pár­
rafo y alguna rectificación. 

El art. 892, que es al que la Co­
misión so refiere, está concebido en 
los términos siguientes: 

«El fallo se formulará do uno de 
los modos siguientes: 

1. " Admitido. 
2. " No há lugar, y comuniqúe­

se al Tribunal sentenciador para los 
efectos correspondientes.» 

La fórmula del núm. 1." se em­
pleará cuando proceda la admisión 
del recurso, por ser la resolución 
sobre que versa de las que enume­

ran los artículos 862 y 870, y estar 
todas ó algunas de las infracciones 
alegadas comprendidas en cual­
quiera de las causas expresadas en 
los artículos 802 y siguientes hasta 
el 886 inclusivo. 

La fórmula núm. 2.'' se empleará 
cuando la resolución no sea do las 
que enumera el art. 861, ó siéndolo, 
ninguna de las infracciones alega­
das esté comprendida en las cau­
sas expresadas en los artículos 862 
y siguientes hasta el 886 inclusive. 

El recurso de casación por infrac­
ción de ley se da no solamente con­
tra las sentencias do las Salas de lo 
criminal do las Audiencias, sino 
también contra las do los Juzgados 
de primera instancia en apelación 
en los juicios sobre faltas; y si bien 
cuando eran ios Tribunales de par­
tido los que en apelación conocian 
de esa clase do juicios estaba bien 
redactada la fórmula, en la actuali­
dad, que son los Jueces de primera 
instancia los que en alzada pronun­
cian el fallo contra el que puede i n ­
terponerse el recurso de casación 
no es al Tribunal sino al Juzgado 
sentenciador al que con arreglo á la 
ley hay que comunicar la no admi­
sión al recurso para que pueda dar 
cumplimiento i la sentencia. Por 
eso en el párrafo tercero debe aña­
dirse antes de la palabra Triluml 

' his de Jueces ó. En el párrafo cuarto 
hay que hacer en la referencia la 
enmienda del art. 862 poniendo 861, 
porque es el artículo que enumera 
las resoluciones judiciales suscepti­
bles de recurso de casación. 

Debo suprimirse la cita del ar­
tículo 870, porque este so refiere á 
la admisión del recurso de casación 
por quebrantamiento de forma. To­
davía hay que hacer otra enmienda 
en ese mismo párrafo, puos donde 
dice en la última línea 886 debe de­
cir 866, y lo propio hay quo hacer 
en la línea final del art. 866, donde 
se lee 886, porque los artículos 861 
al 866 inclusive son los que expre­
san las causas por las cuales so en­
tiendo que ha sido infringida una 
ley. 

Art. 931. El art. 931 dispone 
que «cuando la Sala declaro no ha­
ber lugar al recurso por quebran­
tamiento do forma, condonará al 
recurrente en las costas y i. la pér­
dida del depósito si lo hubiere cons­
tituido, y mandará entregar la cau­
sa por término do cinco dias para 
que interponga el recurso por i n ­
fracción de ley ante la Sala segun­
da con arreglo á la Sección segun­
da de este capítulo.» 

El art. 870 dé la ley de Enjuicia­
miento criminal partía do la baso 
de que la Sala segunda conocía del 
recurso de casación, tanto por in­
fracción do ley como por quebran­
tamiento de forma, y por eso pres­
cribe que cuando la Sala declarase 
no haber lugar al recurso por que­
brantamiento do forma, mandará 

entregar la causa por término de 
cinco dias; pero variada la organi­
zación de las Salas del Tribunal Su­
premo por el decreto del Ministerio-
Regencia do 27 do Enero de 1875, 
y atribuido á la Sala tercera el co­
nocimiento do los recursos de casa­
ción por quebrantamiento de for­
ma, y & la Sala segunda el de los 
recursos do casación por infracción 
de ley, según se. ve en los artículos 
15 y 16 de esta Compilación, ha si­
do preciso referirse á la Sala torcera 
en lo que el articulo de la ley de 
Enjuiciamiento preceptuaba para la 
segunda; pero la Sala tercera no es­
tá en el caso do mandar entregar la 
causa al recurrente para que inter­
ponga el recurso de casación en la 
Sala segunda, sino lo que procede 
es que al terminar su conocimiento 
de la causa la haga pasar á esta 
otra Sala para que allí pueda inter­
ponerse el recurso por infracción 
de ley. 

Esto tiene en su apoyo la sanción 
de la jurisprudencia, porque es la 
práctica quo vione observándose en 
el Tribunal Supremo desde la publi 
cacion del citado decreto, y por 
consiguiente el art. 931 debo redac­
tarse en la forma siguiente: 

«Cuando la Sala tercera declaro 
no haber lugar al recurso por que­
brantamiento de forma, condenará 
al recurrente en las costas y á la 
pérdida del depósito si lo hubiere 
constituido, y mandará pasar la 
causa á la Sala segunda, la cual 
luego que la reciba mandará entre­
gársela por término de cinco dias 
para quo interponga el recurso por 
infracción de ley, con arreglo á la 
sección segunda de esto capítulo.» 

Art. 937. • El art. 937 en su y-vi-
mer párrafo prescribo al Ministerio 
fiscal lo quo lia do hacer luego que 
reciba el testimonio para la interpo­
sición del recurso do casación por 
infracción do ley; y á continuación 
en el párrafo segundo dispono que 
tan pronto como so notifique al 
Promotor del Juigado de primera ins­
tancia A al Fiscal do la Audiencia el 
auto admitiendo el recftrso do casa­
ción por quebrantamiento do for­
ma, y so lo emplace con arreglo á 
lo prescrito en el art. 910, lo pon­
drá en conocimiento del Tribunal 
Supremo para los efectos expresa­
dos en el párrafo anterior. No dán­
dose el recurso do casación por que-
brautamiento do forma contra reso­
lución alguna de los Jueces de pri­
mera instancia, pues solo so conce­
de el de casación por infracción do 
ley contra las sentencias que en 
apelación dictan en los juicios sobro 
faltas, no tione aplicación á los 
Promotores fiscales lo que en es­
to segundo párrafo se dispone con 
aplicación ú los recursos interpues­
tos y admitidos por quebrantamien­
to de forma, porque nunca ha de 
llegar el caso de que so interpon­
gan por el Ministerio fiscal osos re­
cursos. (Se concluirá). 

COMISION PROVINCIAL. 

SeMion del d í a l a do Junio de 1 8 M . 

PUESNEKCU DEL SU. FEREZ FEMANDEZ. 

Abierta la sesión á las once de la 
mañana con asistencia de los seño­
res Ureiia, Molleda, Vázquez y Bus-
tamanto, y dada lectura del acta de 
la anterior, quedó aprobada. 

ARGANZA. 

Higinio González Bado.—Expues­
ta la excepción del caso 10.°, art. 92 
do la ley de reemplazos de 28 de 
Agosto de 1878, ingresó en Caja 
pendiente del certificado do existen-
tencia de su hermano Domingo, que 
se hallaba sirviendo en el Batallón 
Cazadores de la Union, núm. 2, Cu­
ba. Recibido el documento á que so 
refiere el art. 166, y resultando del 
mismo quo el referido Domingo fa­
lleció en 8 de Mayo de 1878, quedó 
resuelto declarar definitivamente 
soldado á Higinio, conformo á lo 
prescrito en las reglas 10 y 11, ar­
tículo 93. 

GORULLON. 

Joaquín Cerezo González.—Re­
sultando de la certificación expedi­
da en Manila en 9 de Abril último 
por ol T. C. Comandante del primor 
Batallón del Regimiento Artillería 
Peninsular, quo Víctor, hermano del 
Joaquín, so halla sirviendo como 
contingento del reemplazo de 1877, 
quedó resuelto, de conformidad con 
lo prescrito on ol caso lO.", art. 92, 
y regla 10.* del 93 de la ley, decla­
rarle exento del servicio activo y 
destinarlo á la reserva, on la que 
cumplirá los deberes y obligaciones 
quo le impone ol art. 95. 

IZAGRE. 

Acreditada en forma por medio de 
certificación expedida por ol párroco 
castrense del Hospital militar do 
Madrid,la defunción do Jacinto Mnr-
tinez García, sujeto á sor revisado 
on el presento reemplazo con moti­
vo de haber sido declarado exceden­
te de cupo, se acordó su exclusión 
definitiva. 

. VEGA DE INFANZONES. 

Venancio Cabero Fernandez.— 
Soldado del reemplazo do 1878, so 
alegó por su padre, en virtud del de-
rocho que lo confieren los artículos 
94 do la ley y 55 del reglamento y 
Real orden de .5 de Setiembre de 
1879, la excepción del caso 1.", ar­
tículo 92, que justificó en forma, 
habiendo sido su hijo declarado baja 
en activo. Revisado el fallo, y resul­
tando del reconocimiento practica-
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do ante la Comisión, que el padre de 
dicho mozo se halla padeciendo una 
parálisis que le impide proporcio­
narse su subsistencia, la cual so­
brevino después de incorporado su' 
hijo en las filas del Ejército, y resul­
tando del expediente que sin el au­
xilio que aquel le pueda prestar no 
es posible su subsistencia por care­
cer de bienes, se acordó, de confor­
midad con lo resuelto por el Ayun­
tamiento, darle de baja en activo y 
alta en la reserva. 

VALDEEAS. 

Manuel Ranero Velado.—Com­
prendido en el alistamiento y sorteo 
para el presente reemplazo, no se 
presentó en Caja, habiéndose mani­
festado que se hallaba sirviendo por 
cuenta del cupo del Ayuntamiento 
de Valladolid y reemplazo último. 
Reclamados los antecedentes á la 
Comisión provincial de aquella D i ­
putación, y resultando do los mis­
mos que fué declarado soldado por 
el cupo de dicho Ayuntamiento sin 
reclamación ni protesta alguna, 
quedó resuelto, en conformidad á lo 
prescrito en la Real orden do 20 de 
Junio de 1865, declararle excluido 
del Municipio de Valderas. 

VALDEFRESNO. 

José Martínez Tomás.—Resultan­
do de los datos facilitados por la Caja 
de Recluta que el mozo de que so 
trata, que obtuvo el mím. 1." en el 
reemplazo último y no se presentó á 
la revisión, siendo declarado prófu­
go, so halla sirviendo como sustitu­
to do un recluta do la Caja de Gua-
dalajara, Julián Artiaga Trobajo, so 
acordó, en conformidad i. lo dis­
puesto en la Real orden de 29 de 
Abril lütimo, reclamar el ingreso 
del sustituido, ¡l fin do que pueda 
darse la baja i quien corresponda. 

FRESNEDO. 

Maximino Alonso Carro.—Dis­
puesto el licénciamiento de los sol­
dados del reemplazo de 1874 que se 
hallan sirviendo en el ejército de 
Cuba, según comunicación del Ex­
celentísimo Sr. Director general de 
Infantería, y considerando que la 
continuación en el Regimiento de 
Orden público do la Habana de un 
hermano del Maximino llamado To­
más, solo puede ser debida á causas 
dependientes de su voluntad, en 
cuyo caso deja de serle aplicable la 
excepción á que se refiere el párrafo 
11, art. 76 de ¡a ley de 30 de Enero 
de 1856, se acordó pedir anteceden­
tes al Jefe del cuerpo respecto á las 
causas que motivan la permanencia 
del Tomás en las filas. 

SALAMON. 

Julio Balbuena López.—^Resul­
tando del reconocimiento definitivo 
á que se refiere el párrafo 2.°, art. 40 
del reglamento de 28 de Agosto de 
1878, que el defecto alegado por este 
interesado á su ingreso en Caja, so 
halla comprendido en el núm. 146, 
orden 2.°, clase 3." del Cuadro de 
exenciones físicas, se acordó decla­
rarle inútil, con las obligaciones es­
tablecidas en el art. 87 de la ley. 

LOS BARRIOS DE SALAS. 

No comprobándose que el defecto 
alegado por Rogelio Novo á su i n ­
greso en Caja, se halle comprendido 
en el Cuadro de exenciones físicas, 
se acordó declararle definitivamente 
soldado para activó. 

LAGUNA DALGA. 

Matías Amez García.—Pendiente 
de curación á su ingreso en Caja, 
pasó al Hospital para ser observado. 
Reconocido definitivamente, y re­
sultando de dicho acto que el defec­
to que padece se halla comprendido 
en el núm. 146, orden 2.", clase S." 
del Cuadro, se acordó en conformi-

.dad al art. 87 de la ley, declararle 
temporalmente excluido de activo, 
con la obligación de presentarse on 
cada uno do los tres reemplazos su­
cesivos. 

LA MAJÚA. 

En vista de no haberse presentado 
por Constantino García y García y 
Angel Alvarez García, números res­
pectivamente 15 y 21 del actual 
reemplazo, los documentos que se 
les reclamaron en 23 do Abril y 22 
de Mayo para completar los expe­
dientes justificativos de las excep­
ciones por los mismos propuestas, 
so acordó señalarles un último plazo 
de 15 diasj'en la inteligencia que si 
trascurrido esto tampoco presentase 
el Constantino el certificado de la 
contribución que satisface en Ma­
drid su hermano Eladio, ó hiciese 
caso omiso Angel de lo que se le 
previno respecto de la necesidad de 
trascribir al Registro civil la partida 
de matrimonio de su hermano José 
y contribución que satisface, se les 
declarará definitivamente soldados, 
á cuyo efecto se remitirán por el 
Alcalde las diligencias' de notifica­
ción. 

VILLACÉ. 

Isidoro Alvarez Martínez.—Vista 
la certificación á que se refiere el 
art. 166 de la ley, y resultando de la 
misma que Emilio Alvarez Ordás se 

halla sirviendo en el Regimiento de 
Andalucía, 2.° Batallón, ejército de 
Cuba, como contingente del segun­
do reemplazo de 1875, se acordó de­
clarar exento de activo y alta en la 
reserva al Isidoro, como comprendi­
do en el caso 10.°, art. 92. 

ASTORGA. 

Leandro Planas Marqués.—Vista 
la solicitud de este interesado, en la 
que hace presente que está dispues­
to á ingresar en Caja tan pronto 
como recaiga sentencia en la causa 
que se le sigue por el Juzgado de 1." 
instancia de Estella, se acordó, una 
vez que se halla en libertad bajo 
fianza carcelaria, pedir anteceden­
tes respecto á la pena que contra el 
procesado se pidió por el Ministerio 
fiscal, para en su vista ordenar ó no 
la.baja del suplente, á tenor de lo 
prescrito en el párrafo 3.°, art. 99 de 

. la ley. 

PORTELA. 

Reclamado por Manuel de Soto 
que se dé do alta on la Caja de re­
cluta á su hijo Ricardo, responsa­
ble en el reemplazo do 1877 y cuyo 
paradero, se ignora, á fin de u t i l i ­
zar después el beneficio de la sus­
titución que por Real órden de 13 
de Marzo último so concede á los 
que se encuentran en esto caso, 
quedó acordado: 1.° que cuando 
por el padre ó representante lega! 
de los prófugos que se encuentren 
en ignorado paradero se pretenda 
utilizar á su favor la sustitución á 
que se refiere lá Real órden citada, 
debo dárseles de alta en la Caja de 
recluta á fin de que sufran on ella, 
como si estuvieren presentes, el 
sorteo prevenido en el Reglamento 
de 2 de Diciembre de 1878: 2.° que 
una vez verificado esto, dé cuenta 
el Comandante del destino que á 
cada uno correspondo, para que se­
gún la situación en que queden 
puedan presentar el sustituto para 
la Península ó para el ejército do 
Ultramar; y 3.° que inmediatamen­
te después do realizada la anterior 
operación, se verifique la sustitu­
ción, dejando en caso contrario sin 
efecto el alta en la Caja y proce­
diendo por la via do apremio hasta 
hacer efectivas las dos mil pesetas 
importe de la redención. 

VAL VERDE DEL CAMINO, 

Visto el recurso producido por 
Fernando González Nicolás, vecino 
de S. Miguél del Camino, contra el 
acuerdo del Ayuntamiento de Val-

J verde, apremiándole para el pago 
I de las dietas devengadas por el pe­

rito tercero que intervino en la ta­
sación de sus bienes con motivo do 
la exeepeion que alegó para eximir 
del servicio militar á su hijo Felipe 
González Gutiérrez, núm. 6, del 
reemplazo último: Vistos los ante­
cedentes, y lo dispuesto en el ar­
ticulo 106 de la ley de reemplazos: 
Considerando que una vez denega­
da por el Ayuntamiento la excep­
ción que produjo el mozo de que se 
deja hecho mérito, es obligación 
de su padre satisfacer el reintegro 
del papel do oficio empleado en el 
expediente y el pago de los demás 
derechos, entre los que se cuentan 
los devengados por los peritos, y 
considerando que el procedimiento 
de apremio á que se refiero la Ins­
trucción de 3 de Diciembre do 1869, 
que se dirigió contra el reclamante 
para el pago de las dietas del peri­
to tercero, es completamente im­
procedente toda vez que tan solo 
es aplicable á fin de hacer efecti­
vo lo que al Estado á la provincia 
ó al municipio se adeude; la Comi­
sión, on uso de las atribuciones quo 
ie concede el art. 66 de la vigente 
ley provincial, acordó: . I . " confir­
mar la resolución del Ayuntamien­
to en la parte á que se refiere al 
reintegro del papel y pago de los 
derechos: 2.° que para hacer efec­
tivos los que reclama el' perito que 
intervino on la tasación de los bie­
nes, deberá ejercitar este intere­
sado la acción consiguiente ante 
el Juez municipal del distrito, quien 
en vista do lo que la ley precep­
túa, follará lo que crea convenien­
te; y 3.° que siendo inaplicable la 
Instrucción de 3 de Diciembre de 
1869 á la reclamación do dicho pe­
rito, se deja sin efecto el expedien­
te de apremio en lo que se refiero á 
este particular, quedando subsis­
tente el embargo hecho para el 
reintegro del papel y demás dere­
chos. 

Con lo que se dió por terminada la 
sesión. 

León 11 de Junio de 1880.—El 
Secretario, Domingo Diaz Caneja. 
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